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Señor
XXXX
Presente

En San Salvador, a las catorce horas con siete minutos del día veintidós de enero de dos mil veinte; me refiero a su solicitud de acceso a datos personales, formulada a la Unidad de Acceso a la Información Pública de la Superintendencia del Sistema Financiero –en adelante SSF-, en fecha 10 de enero de 2020, y con referencia SSF-2020-0014, en el marco de la Ley de Acceso a la Información Pública (LAIP), cuyo petitorio se transcribe a continuación:

“1) Constancia de terminación del contrato ordenada por la Superintendencia del Sistema Financiero, si la hubiere, en todo caso indique mi relación con la SSF.
2) Certificación del proceso de destitución o despido, si lo hubiere o de naturaleza sancionatoria en mi contra, identificando si fuere del caso el estado del mismo, finalizado o en trámite, la infracción atribuida, la causa legal, si se hubiere interpuesto sanción, en contra de mi persona y si existiere, informe cuando fue iniciado, la fecha en que supuestamente me fue notificado y la causa legal que lo originó y el estado actual; o por contrario, confirmación de no haberlo.
3) Informe el nombre de la dependencia y el funcionario que ordenó mi remoción del empleo en la Superintendencia del Sistema Financiero, identificando el motivo, la causa legal y el procedimiento aplicado para ejecutar mi remoción”

Sobre la información solicitada

Al respecto, en relación a lo peticionado en los numerales 1 y 2 se procede a realizar las siguientes consideraciones:

1) Respecto a la Superintendencia del Sistema Financiero

En primer lugar, es necesario hacer una breve referencia a la naturaleza jurídica y razón de ser de esta Institución. En ese orden, el artículo 1 de la Ley de Supervisión y Regulación del Sistema Financiero establece que esta institución forma parte integrante del Sistema de Supervisión y Regulación del Sistema Financiero, correspondiéndole la atribución de supervisar las actuaciones de los Integrantes del Sistema Financiero y demás supervisados. 

Así, el artículo 7 de la ley en comento, establece taxativamente los sujetos que se consideran, para los efectos de la misma, como Integrantes del Sistema Financiero, dentro de los que se encuentran: los Bancos, las sociedades que conforman los conglomerados financieros, las instituciones administradoras de fondos de pensiones, las sociedades de seguros, las bolsas de valores, las casas de corredores de bolsa, los bancos cooperativos, dentro de otros. Por su parte, dentro del universo de otros supervisados se encuentran los representantes legales, funcionarios, directores, gerentes y demás personal de los Integrantes del Sistema Financiero. 

Es importante mencionar que cada uno de los Integrantes del Sistema Financiero se encuentran, a su vez, regulados por leyes de carácter especial como lo son la Ley de Bancos, Ley de Bancos Cooperativos y Sociedades de Ahorro y Crédito, Ley del Mercado de Valores, Ley de Anotaciones Electrónicas de Valores en Cuenta, Ley de Titularización de Activos, Ley de Fondos de Inversión, Ley del Sistema Financiero para Fomento al Desarrollo, dentro de otras. Todas esas leyes, contienen disposiciones de carácter especial a las cuales deben ceñirse los sujetos obligados al cumplimiento de las mismas, circunstancia que obedece al hecho que todas operan dentro del Sistema Financiero por lo cual deben acreditar el cumplimiento de requisitos de carácter técnico y cualitativo a fin de profundizar la confianza que el público deposita en dichas instituciones, siendo que dicha confianza es el elemento detonante para el correcto funcionamiento del referido sistema. Si dicha confianza se trastoca se podrían producir efectos negativos dentro del Sistema Financiero. A fin de que eso no ocurra, es que además de que dichas instituciones se sujeten a los marcos legales de carácter especial que les regulen, se encuentren debidamente supervisadas y allí es donde el rol de esta institución adquiere significativa relevancia. 

La afirmación anterior tiene, dentro de otros, su sustento en el artículo 2 de la Ley de Supervisión y Regulación del Sistema Financiero, el cual expresamente establece que el Sistema de Supervisión y Regulación Financiera tiene por objeto preservar la estabilidad del sistema financiero y velar por la eficacia y transparencia del mismo, así como velar por la seguridad y solidez de los Integrantes del Sistema Financiero, todo en concordancia con las mejoras prácticas internacionales sobre la materia, estableciendo además que el buen funcionamiento de dicho sistema requiere por parte de los supervisados el cumplimiento de las regulaciones vigentes y la adopción de los más altos estándares de conducta en el desarrollo de sus negocios, actos y operaciones. El artículo 3 de la ley últimamente citada dispone, además, que esta institución es responsable de supervisar la actividad individual y consolidada de los Integrantes del Sistema Financiero y demás personas, operaciones o entidades que mandan las leyes, para lo cual deberá contar con independencia operativa, procesos transparentes y recursos adecuados para el desempeño de sus funciones.

El actuar de esta Superintendencia es elemental para el Sistema Financiero, la cual debe velar por el adecuado funcionamiento y transparencia del mismo. Dicho objeto sería imposible de alcanzar si esta institución no cuenta para ello con los recursos adecuados, dentro de los que indefectiblemente se encuentra el recurso humano. En esa línea, el personal que labore para esta institución debe reunir los más altos requisitos técnicos y éticos a fin de coadyuvar a cumplir los objetivos que a la misma le son encomendados. Dicho personal, en el ejercicio de sus funciones, deberá tener acceso a información de carácter confidencial y reservado cuya divulgación podría poner en riesgo la estabilidad del Sistema Financiero, tanto así que el marco legal aplicable establece sanciones de significativa relevancia para quienes divulguen información de la naturaleza antes indicada, existiendo sanciones tanto de carácter administrativo y penal. Los elementos anteriores concluyen que el personal que labore para esta institución sea considerado personal de confianza, tal y como se apuntará en el apartado siguiente.

2) Respecto al Reglamento Interno de Trabajo de la Superintendencia del Sistema Financiero

En primer lugar, el artículo 91 de la Ley de Supervisión y Regulación del Sistema Financiero, el cual dispone expresamente que el personal de la Superintendencia del Sistema Financiero se regirá por las disposiciones contenidas en su Reglamento Interno de Trabajo, y demás instrumentos administrativos internos que apruebe el Superintendente para el adecuado desarrollo de las funciones de la referida institución, previa consulta con los Superintendentes Adjuntos.

Por otro lado, y en relación con lo expuesto en el apartado anterior, el artículo 2 del Reglamento Interno de Trabajo de esta Superintendencia, indica que sus disposiciones aplicarán a su personal ya sea que preste sus servicios de forma permanente o a plazo determinado –con excepción de quienes presten sus servicios bajo la modalidad de servicios profesionales-, así como a los funcionarios y empleados responsables de su ejecución, indicándose literalmente en su inciso final que: “Todo el personal de la Superintendencia se considerará de confianza por la naturaleza confidencial de las labores que realiza”.

De lo dicho anteriormente se coligen las conclusiones siguientes:

a) Por mandato legal, los empleados de la Superintendencia que presten sus servicios de forma permanente o temporal, con excepción de quienes estuvieren contratados bajo la modalidad de servicios profesionales, deben regirse por las disposiciones contenidas en el Reglamento Interno de Trabajo de esta Institución.

b) En ese orden de ideas, es obligación de todo el personal sujeto al cumplimiento del citado reglamento conocer y comprender el contenido del mismo sin excepción alguna.

c) Es por lo anterior, que el citado reglamento se encuentra ubicado dentro del portal institucional, al cual todo empleado tiene acceso a fin de cumplir con la obligación de conocer y acatar el contenido del mismo.

3) Respecto a algunas líneas jurisprudenciales emitidas por la Sala de lo Constitucional de la Honorable Corte Suprema de Justicia en relación con los “cargos de confianza” y al goce de la prerrogativa de “estabilidad laboral”
Expuesto lo anterior, es pertinente hacer una breve referencia a algunas líneas jurisprudenciales de la Sala de lo Constitucional de la Honorable Corte Suprema de Justicia en relación a los cargos de confianza con la prerrogativa de estabilidad laboral. 

Sobre el particular, el referido tribunal ha establecido en reiterada jurisprudencia que  el derecho a la estabilidad laboral, faculta a conservar un trabajo cuando concurran las condiciones siguientes: (i) que subsista el puesto de trabajo; (ii) que el empleado no pierda su capacidad física o mental para desempeñar el cargo; (iii) que las labores se desarrollen con eficiencia; (iv) que no se cometa falta grave que la ley considere causal de despido; (v) que subsista la institución para la cual se presta el servicio; y (vi) que el puesto no sea de aquellos cuyo desempeño requiere de confianza personal o política. Es necesario hacer énfasis en la última de las condiciones según la cual, a criterio del tribunal constitucional en relación, no se tiene derecho a gozar del derecho a la estabilidad laboral, siendo ésta el supuesto de que se trate de un cargo de confianza. En relación a la determinación de si un cargo es o no de confianza, la indicada Sala ha establecido que la calificación de un puesto como de confianza no puede supeditarse únicamente a su denominación y tampoco efectuarse de manera automática, sino que el criterio que resulta determinante para catalogar a un puesto de trabajo como de esa naturaleza son las funciones concretas que se realizan al desempeñarlo. En esa línea, la confianza se debe analizar desde dos perspectivas: la primera es una perspectiva meramente subjetiva en cuanto que las características meramente personales más que técnicas o profesionales son consideradas para la contratación de determinado sujeto. Por su parte, la perspectiva objetiva conlleva a que una persona es contratada en determinada institución en razón de sus cualidades técnicas o profesionales más que por la confianza o por los atributos meramente personales que el titular de dicha institución deposita en ella. Esta última faceta de confianza es a la que se refiere el Reglamento Interno de Trabajo de la Superintendencia del Sistema Financiero, en ocasión a que todo el personal de dicha institución, en atención al carácter meramente técnico y no político, debe reunir las condiciones técnicas necesarias para desarrollar su trabajo de la mejor manera, salvaguardando la confidencialidad y reserva, según corresponda, de toda la información a la que tenga acceso en el ejercicio de sus funciones.

En lo que se refiere a este punto, es importante mencionar que en jurisprudencia emanada por el tribunal constitucional antes referido, se ha establecido que las personas que ocupan cargos de confianza no son titulares del derecho constitucional de estabilidad laboral, razón por la cual, cuando se les cesa definitivamente de sus funciones, no resulta menester, desde la esfera constitucional, iniciar y fenecer ningún procedimiento administrativo previo. 

En relación a lo peticionado en el numeral 3, se proceden a realizar las siguientes consideraciones:
De conformidad al artículo 20 de la Ley de Supervisión y Regulación del Sistema Financiero: “Para el ejercicio de sus funciones, el Superintendente propondrá al Consejo para su aprobación la estructura organizativa de la Superintendencia estableciendo los niveles de jerarquía, responsabilidades, atribuciones y funciones que permitan un desempeño eficiente de la institución en la supervisión relativa a los riesgos, conducta de mercado, gestión institucional de los supervisados y en otras áreas, velando en todo caso porque la supervisión sea de carácter especializado en razón de la naturaleza de las operaciones realizadas por los diferentes integrantes del sistema financiero, contando para dicho efecto con el apoyo de los Superintendentes Adjuntos y las diferentes áreas técnicas, administrativas y operativas que sean necesarias, pudiendo nombrar y remover al personal de la Superintendencia que sean necesarios o convenientes para que la Superintendencia cumpla con sus responsabilidades legales y para la ejecución del presupuesto, incluyendo contratos de prestación de servicios con personas naturales o jurídicas ajenas a la Institución, para la ejecución de labores temporales y específicas y para las contrataciones correspondientes a la adquisición de bienes y servicios y todos los actos previos a las mismas”.

Asimismo, el artículo 13 del Reglamento Interno de Trabajo de esta institución, establece que: “El Superintendente tiene la facultad de contratar, trasladar y dar por terminado el contrato de trabajo a los/las empleados (as) de la Superintendencia”.

En ese sentido, la suscrita Oficial de Información de la Superintendencia del Sistema Financiero emite la siguiente:

Resolución:
1. Conceder acceso a la información requerida en el numeral 3.

2. Señalar la inexistencia en relación a lo peticionado en los numerales 1 y 2.
3. Comunicar al solicitante que puede pasar a retirar esta resolución en original a las oficinas de la Superintendencia del Sistema Financiero ubicadas en Calle El Mirador, entre 87 y 89 Av. Norte. Edificio Torre Futura, Nivel 16, San Salvador, a partir de este día, en horas hábiles. 

4. Comunicar la presente resolución a la dirección de correo electrónico xxxxxxxxxxxx  proporcionada en la solicitud de información.

Sin otro particular,

     NOTIFÍQUESE

ORIGINAL FIRMADA POR OFICIAL DE INFORMACIÓN
Carmine Portillo de Domínguez

Oficial de Información

Superintendencia del Sistema Financiero

Versión pública por supresión de datos personales. Art. 30 LAIP
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